
I.C.A. de Valpara soí

Valpara soí , veinticinco de mayo de dos mil veintid só .
VISTOS:
Comparece  la  abogada,  PAULA  VIAL  REYNAL,  en 

representaci n de  ó NICOL S  JAVIER  L PEZ  FERN NDEZÁ Ó Á , 
quien interpone recurso de amparo en contra del  TRIBUNAL  DE 
JUICIO ORAL  EN LO PENAL  DE VI A  DEL  MARÑ , por 
la dictaci n de la resoluci n de fecha 20 de mayo de 2022, que decretó ó ó 
la medida cautelar de prisi n preventiva en perjuicio del amparado, laó  
cual fue dictada por los magistrados Manuel Mu oz, Fern n Rioseco, yñ á  
Ang lica Jim nez, vulnerando el derecho establecido en el art culo 19é é í  
N  7 de la Constituci n de la Rep blica. Solicita se acoja el recurso,° ó ú  
dej ndose sin efecto la resoluci n antes referida, ordenando la libertadá ó  
inmediata del amparado.

Se ala que con fecha 14 de marzo del a o en curso, comenz  elñ ñ ó  
juicio oral en contra de su representado, el que se encontraba acusado 
por ocho hechos, constitutivos a juicio del Ministerio P blico  de dosú  
delitos de violaci n del art culo 361 N  1, cinco delitos de abuso sexualó í °  
del art culo 366, y un delito de ultraje p blico a las buenas costumbresí ú  
del art culo 373, todos del C digo Penal; el juicio oral concluy  con elí ó ó  
veredicto de fecha  26 de abril del a o 2022ñ , en el que  se absolvi  aó  
Nicol s  L pez  de  seis  de  los  ocho  delitos  que  se  le  imputaban,á ó  
conden ndolo como autor de dos delitos de abuso sexual consumadosá . 

Indica que luego del veredicto, el Ministerio P blico solicit  laú ó  
medida cautelar de prisi n preventiva de su representado, pleg ndose aó á  
dicha petici n los querellantes, al estimar que el amparado constituyeó  
un peligro para la seguridad de la sociedad y existencia de peligro de 
fuga, rechazando dicha solicitud por el Tribunal, al considerar que las 
medidas cautelares personales que afectan al condenado se or Nicol sñ á  
L pez, garantizan los fines del procedimientoó .

Refiere que con fecha 16 de mayo de 2022, el Tribunal de Juicio 
Oral en lo Penal de Vi a del Mar dio lectura a la sentencia, solicitandoñ  
el Ministerio P blico se discuta nuevamente la prisi n preventiva deú ó  
Nicol s  L pez,  fij ndose una audiencia para el  d a 20 de mayo deá ó á í  
2022.  Expresa que, en dicha audiencia,  a s lo 23 d as de dictar laó í  
resoluci n que rechaz  la prisi n preventivaó ó ó , el Tribunal de Juicio Oral 
en lo Penal  de Vi a del  Mar,  integrado por dos de los jueces queñ  
dictaron la resoluci n anterior, decret  ó ó la medida cautelar de prisi nó  
preventiva  en  contra  del  amparado,  al  considerar  que  su  libertad 
constituye un peligro para la seguridad de la sociedad,  sin contar con 
nuevos antecedentes en relaci n a la resoluci n anterioró ó . 

Sostiene  que  dicha  resoluci n  es  arbitraria,  pues  carece  deó  
fundamento  y  de  justificaci n  racional,  por  cuanto  el  Tribunal  seó  
contradice, al considerar como fundamento del rechazo de la solicitud 
de prisi n preventiva de 26 de abril ltimo,  ó ú  la situaci n de que seó  
decrete  eventualmente  una  pena  efectiva,  indicando que  ello  no es 
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argumento  para  decretar  la  prisi n  preventiva,  sin  embargo,  en  laó  
resoluci n que dicta ahora, considera aquello para decretarla; adem s,ó á  
el Tribunal funda la resoluci n para otorgar la prisi n preventiva, enó ó  
que la sentencia definitiva  se tuvo por probado un hecho que no es 
constitutivo de delito y por el que su representado fue absuelto.  

En cuanto a la ilegalidad de la resoluci n dictada por el Tribunaló  
de  Juicio  Oral  en  lo  Penal  de  Vi a  del  Mar,  manifiesta  que  lañ  
resoluci n  reclamada  por  esta  v a  contraviene  expresamente  loó í  
dispuesto en los art culos 36, 122, 139, 143 y 144 inciso final, todos delí  
C digo Procesal Penal, generando con ello una privaci n total de laó ó  
garant a  constitucional  prevista  en  el  art culo  19  N  7  de  laí í °  
Constituci n Pol tica, como tambi n del art culo 7 de la Convenci nó í é í ó  
Americana  de  Derechos  Humanos,  en  relaci n  al  art culo  5  incisoó í  
segundo de la Carta Fundamental.

Aduce que dicha ilegalidad se materializa en no fundamentarse 
la resoluci n en antecedente nuevo alguno que implique tan dr sticaó á  
sustituci n cautelar; al no hacerse cargo el Tribunal de los antecedentesó  
y argumentos dados por la defensa; al limitarse la resoluci n a soloó  
enunciar que en la especie la medida cautelar impuesta no ser a unaí  
pena  anticipada,  sin  desarrollar  ni  permitir  al  justiciable  la 
reproducci n de dicho razonamiento; al no considerar la posibilidad deó  
aplicar  otra  de  las  medidas  cautelares  del  art culo  155  del  C digoí ó  
Procesal Penal ni evaluar su conveniencia para asegurar los fines del 
procedimiento;  al  infringir  por  tanto  directamente  los  principios  de 
necesidad, excepcionalidad, proporcionalidad e idoneidad, sin siquiera 
referirse en su argumentaci n a los mismos.  Asimismo, la resoluci n seó ó  
basa exclusivamente en la anticipaci n de una sanci n penal que a nó ó ú  
no  se  encuentra  firme  o  ejecutoriada,  afectando  la  presunci n  deó  
inocencia en t rminos del art culo 4 del C digo Procesal Penal.é í ó

Que, evacuan informe los Magistrados don Fern n Rioseco, do aá ñ  
Ang lica Jim nez y don Manuel Mu oz,  del  é é ñ Tribunal  de  Juicio  
Oral  en  lo  Penal  de  Vi a  del  Marñ ,  indicando  que  en  el 
Tribunal se tramita la causa  RUC 1800643104-2, RIT 158 - 2021, 
seguida  en  contra  de  Nicol s  Javier  L pez  Fern ndez,  á ó á quien 
actualmente  se  encuentra  sujeto  a  la  medida  cautelar  de  prisi nó  
preventiva desde el veinte de mayo de dos mil veintid s. ó

Se alan  que  en  la  oportunidad  procesal  correspondiente,  elñ  
Ministerio  P blico  y  la  querellante  dedujeron  acusaci n  fiscal  yú ó  
particular  en  contra  de  L pez  Fern ndez  por  cinco  hechos,ó á  
sindic ndolo  como autor  de  los  delitos  de  á violaci n  ó (Hecho  N  1);°  
ultraje p blico a las buenas costumbres ú (Hecho N  2) ° violaci n y abusoó  
sexual reiterado  (Hecho N  3);  ° abuso sexual en perjuicio de M.J.V.S. 
(Hecho N  4); y ° abuso sexual en la persona de D.A.M.C. (Hecho N° 
5), todos en grado de consumado, correspondi ndole al imputado unaé  
participaci n en calidad de autor ejecutor directo e inmediato. ó

Agregan que, entre los d as 14 de marzo y 26 de abril de 2022í  
se llev  a efecto la audiencia de juicio oral, arrib ndose al veredictoó á  
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un nime, en el que sá e absuelve a Nicol s Javier L pez Fern ndezá ó á , por 
los dos delitos de violaci n y  ó ultraje p blico a las buenas costumbres, yú  
se le condena como autor de dos delitos de  abuso sexual,  previstos y 
sancionados en el art culo 366, en relaci n con los art culos 361 N  1 yí ó í °  
366 ter, todos del C digo Penal.ó

Sostiene  que  en  la  misma  audiencia  de  comunicaci n  deó  
veredicto, y a requerimiento de los acusadores, se abri  debate respectoó  
de las medidas cautelares que pesaban sobre el acusado, solicitando los 
persecutores la cautelar de prisi n preventiva del imputado, solicitudó  
que fue desestimada por el Tribunal. 

Luego, explican que  con fecha 16 de mayo de 2022 se llev  aó  
cabo la audiencia de comunicaci n de sentencia, en la que se ó condena 
al amparado   a la pena nica de  ú cinco a os y un d a de presidioñ í  
mayor en su grado m nimo, í por su responsabilidad como autor de dos 
delitos  de  abuso  sexual,  previstos  y  sancionados  en  el  art culo  366í  
inciso 1 , en relaci n con los art culos 361 N  1 y 366 ter, todos del° ó í °  
C digo Penal, cometidos en la ciudad de Santiago entre los meses deó  
noviembre y diciembre de 2015, en perjuicio de Mar a Jes s Vidaurreí ú  
Shaffer;  y  a  fines  de  noviembre  de  2016,  en  perjuicio  de  Daniela 
Mateluna  Covarrubias,  respectivamente,  estableci ndose  que  por  noé  
reunirse respecto del sentenciado los requisitos exigidos por la Ley N° 
18.216, la pena deber  cumplirse efectivamenteá , sin que existan abonos 
que considerar. 

Una  vez  finalizada  la  lectura  del  fallo,  el  Ministerio  P blicoú  
solicit  que  se  fijara  una  audiencia  especial  para  discutir  laó  
modificaci n  de  las  medidas  cautelares  que  pesaban  respecto  deló  
sentenciado L pez Fern ndez, la cual se llev  a cabo el viernes 20 deó á ó  
mayo de 2022,  con la asistencia de todos los intervinientes  por v aí  
telem tica; la sala estuvo integrada por los magistrados á Fern n Riosecoá  
Pinochet, Ang lica Jim nez Lagos y Manuel Mu oz Chamorro  é é ñ ¸ este 
ltimo magistrado en reemplazo del juez Alonso Arancibia Rodr guez,ú í  

quien se encontraba haciendo uso de su feriado legal. 
Tanto el Ministerio P blico como la parte querellante solicitaronú  

la modificaci n de las medidas cautelares personales que pesaban sobreó  
el condenado L pez Fern ndez (firma mensual en una unidad policial,ó á  
arraigo nacional y prohibici n de acercarse a las v ctimas), y sustituirlasó í  
por la medida cautelar de prisi n preventiva, por estimar que hab anó í  
variado las circunstancias y, adem s, porque su libertad constituye uná  
peligro para la seguridad de la sociedad, junto con existir un evidente 
peligro  de  fuga,  considerando  la  cuant a  de  la  pena  privativa  deí  
libertad impuesta en la sentencia. La defensa, por su parte, se opuso a 
dicha petici n y, en subsidio, solicit  que en caso de decretarse laó ó –  
medida cautelar  de prisi n  preventiva -  lo  fuese  nicamente  por laó ú  
causal  de peligro de fuga , sustituy ndose la prisi n preventiva por“ ” é ó  
una cauci n econ mica en favor del sentenciado de conformidad conó ó  
lo dispuesto en el art culo 146 del C digo Procesal Penal. í ó
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Agrega que, luego del debate de rigor, resolvi  el Tribunal poró  
unanimidad  acceder  a  la  solicitud  de  los  acusadores,  decretando la 
prisi n preventiva del condenado se or Nicol s L pez Fern ndezó ñ á ó á , por 
cuanto  efectivamente  las  circunstancias  hab an  variado,  estim ndoseí á  
que su libertad constituye un peligro para la seguridad de la sociedad, 
en los t rminos contemplados en el art culo 19 N  7 de la Constituci né í ° ó  
Pol tica de la Rep blica y en el art culo 140 del C digo Procesal Penal.í ú í ó  

En cuanto a los argumentos expuestos en el recurso de amparo, 
los  sentenciadores  estiman  que  la  resoluci n  se  dict  conforme  aó ó  
derecho,  por cuanto fue dictada por el  tribunal  competente,  en los 
casos y en la forma se alados por la ley, y se encuentra debidamenteñ  
fundada, por lo que a juicio del tribunal- ella no es ilegal o arbitraria.–  
Si bien es efectivo que en la audiencia de comunicaci n de veredictoó  
de  fecha 26 de  abril  de  2022 el  tribunal  desestim  la  solicitud deó  
prisi n preventiva planteada por los acusadores,  es relevante se alaró ñ  
que en la audiencia de revisi n de medidas cautelares de fecha 20 deó  
mayo de 2022  la  integraci n  del  tribunal  fue diferente  y lo  propioó  
aconteci  con  las  circunstancias  tenidas  a  la  vista  en  uno  y  otroó  
momento, como se deja establecido en la resoluci n impugnada. ó

En efecto, a juicio del tribunal, el an lisis y el est ndar propio deá á  
un veredicto es distinto al que se realiza en la sentencia definitiva, en la 
cual  se  detalla  con  precisi n  las  razones  y  argumentos  queó  
determinaron la condena del acusado se or L pez Fern ndez por dosñ ó á  
delitos de abuso sexual contra persona mayor de 14 a os (366 incisoñ  
1 ,  en relaci n con el  art culo 361 N  1 del  C digo Penal),  y que° ó í ° ó  
afectaron a dos v ctimas diferentes. í  Por otro lado, cada solicitud que 
los  intervinientes  plantean  debe  ser  analizada  en  su  m rito  y  deé  
acuerdo con las circunstancias  vigentes al  momento de resolverse la 
solicitud, que en el caso de marras, consist an en la imposici n de unaí ó  
pena efectiva nica de cinco a os y un d a de presidio mayor en suú ñ í  
grado m nimo, sin posibilidad de pena sustitutiva. í

Por consiguiente, se alan que no puede sostenerse que la medidañ  
cautelar  impuesta  constituya la  imposici n  de  una pena  anticipada,ó  
como se alega en el recurso, toda vez que se fund  nicamente enó ú  
circunstancias objetivas contempladas en la letra c) del art culo 140 delí  
C digo Procesal Penal, y su prop sito es resguardar a la sociedad en suó ó  
conjunto. 

Que, se orden  traer los autos ó en re laci nó .
CON LO RELACIONADO Y CONSIDERANDO:
1.- Que el recurso de amparo debe basarse en una ilegalidad que 

redunde  en  privaci n,  perturbaci n  o  amenaza  del  derecho  a  laó ó  
libertad personal. En el caso sublite la medida que se impugna es, ante 
todo, una cautelar expresamente considerada por la ley; adem s, esaá  
medida  ha sido  adoptada  en  el  curso de  un juicio  penal  y  por  el 
tribunal que conoce de la causa, de suerte que desde el punto de vista 
formal, la resoluci n no infringe norma legal alguna.ó

B
N

P
X

Z
X

X
C

N
R



2.- Que el recurso ataca la fundamentaci n de la medida, lo cualó  
solo puede justificar la interposici n de un amparo y no de apelaci n,ó – ó  
que es el recurso ordinario de que dispone la defensa para atacar el 
m rito de lo decidido- si falta toda fundamentaci n o si la que apareceé ó  
como tal resulte de modo evidente constituir una mera apariencia, que 
encubra un voluntarismo o no se base en hecho alguno que la sustente. 

3.- Que la resoluci n ahora atacada no incurre en esa falta deó  
fundamentaci n o apariencia de tal.  La alegaci n respecto a que eló ó  
tribunal a quo contradijo una decisi n previa no puede sostener unó  
recurso de amparo, sino, a todo evento, uno de apelaci n, ya que esó  
claro que una modificaci n de criterio no constituye ilegalidad, peroó  
mucho  menos  la  constituye  si  media,  entre  ambas  decisiones,  una 
circunstancia procesal nueva.

4.- Que en efecto, la primera resoluci n referida por la defensa,ó  
que no acept  elevar el rango de la cautelar, se emiti  tras el veredictoó ó  
(absolutorio  respecto  de  la  mayor a  de  los  delitos  y  condenatorioí  
respecto de dos de ellos) pero antes de la dictaci n de la sentencia, enó  
tanto que la resoluci n que ahora se ataca se pronunci  despu s deó ó é  
impuesta la pena en la sentencia, sanci n que result  de cumplimientoó ó  
efectivo. 

5.- Que, desde luego, el que en la primera decisi n (la que negó ó 
la  prisi n  preventiva  tras  el  veredicto)  se  pusieran  los  jueces  en  laó  
hip tesis de que la pena resultara de cumplimiento efectivo, no impideó  
en  absoluto  que  eval en  esa  circunstancia  nuevamente  cuando  esaú  
hip tesis  se  convierte  en  realidad,  porque  esa  realidad  es,ó  
indudablemente, una circunstancia procesal nueva, qui rase o no. Si laé  
defensa estima que modificar el criterio tras la dictaci n del fallo esó  
inconveniente, ello es materia de m rito, y por ende de apelaci n.é ó

6.- Que lleva raz n la defensa en cuanto a que la resoluci n noó ó  
pudo  fundarse  en  consideraciones  relativas  a  hechos  atribuidos  al 
amparado que no fueron materia de la condena, es decir aquello que 
se  ha  denominado  patr n  de  conducta ,  pues  los  patrones  de“ ó ”  
conducta que penalmente pueden interesar son solo y exclusivamente 
los que sean punibles y, en el caso en que  medie fallo, los que hayan 
sido materia de la condena. Mucho menos pudo basarse la decisi n enó  
un hecho que fue objeto de absoluci n, y no de condena, cualquieraó  
fuera la  raz n de esa determinaci n  jur dica.  Pero esos  basamentosó ó í  
inaceptables no despojan a la resoluci n de su legalidad por ser  soloó  
a adidos  secundariamente  a  la  fundamentaci n  principal,  pues  lañ ó  
resoluci n  recurrida  permanece,  ante  todo,  afirmada  en  un  hechoó  
procesal  cierto e indudable:  el  amparado ha sido condenado a una 
pena corporal efectiva, lo que sin duda puede influir en la necesidad de 
cautela, punto que debe examinarse en un recurso de m rito, y no alé  
alero de una acci n de legalidad, como sta. No cabe olvidar que lasó é  
cautelares  siempre suponen que el proceso est  pendiente, de modoé  
que no puede argumentarse que sea ilegal aplicar prisi n preventivaó  
cuando ha mediado una condena de cumplimiento efectivo, porque el 
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fallo no est  firme. Por cierto que no ha de estar firme, pues si loé  
estuviere  hablar amos  de  cumplimiento  de  pena,  y  no  de  prisi ní ó  
preventiva, y por cierto que ese fallo susceptible de ser recurrido puede 
ser  (asunto  de  m rito,  no  de  legalidad)  un  antecedente  nuevo  queé  
amerite modificar y agravar la cautelar, tanto porque cede un paso m sá  
la presunci n de inocencia y delimita con mayor precisi n la gravedadó ó  
de los hechos, lo que puede develar m s claramente un peligro para laá  
seguridad de la sociedad, como porque adem s se incrementa para elá  
acusado la posibilidad de tener que cumplir una pena de encierro, lo 
que  puede  a  su  vez  determinar  un  aumento  del  peligro  de  fuga. 
Establecer, caso a caso, si efectivamente se da ese mayor peligro, es 
asunto ajeno a un an lisis de legalidad, y por ende ajeno a la acci n deá ó  
amparo y debe debatirse en sede de apelaci n. ó

7.-  Que  por  las  razones  expuestas,  esta  acci n  de  amparoó  
constitucional no puede prosperar.

Por  estas  consideraciones  y  visto,  adem s,  lo  dispuesto  en  elá  
art culo  21  de  la  Constituci n  Pol tica  de  la  Rep blica  y  Autoí ó í ú  
Acordado de la Excma. Corte Suprema sobre la materia, se  rechaza 
el recurso de amparo interpuesto por la abogada do a PAULA VIALñ  
REYNAL,  en  representaci n  de  NICOL S  JAVIER  L PEZó Á Ó  
FERN NDEZ, en contra del  TRIBUNAL DE JUICIO ORAL ENÁ  
LO PENAL DE VI A DEL MAR.Ñ

Comun quese y reg strese.í í
N°Amparo-1198-2022 . 
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Pronunciado por la Cuarta Sala de la Corte de Apelaciones de Valparaíso integrada por los Ministros (as) Raul

Eduardo Mera M., Ines Maria Letelier F. y Abogado Integrante Jose Luis Alliende L. Valparaiso, veinticinco de mayo de

dos mil veintidós.

En Valparaiso, a veinticinco de mayo de dos mil veintidós, notifiqué en Secretaría por el Estado Diario la resolución

precedente.
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Este documento tiene firma electrónica y su original
puede ser validado en http://verificadoc.pjud.cl o en la
tramitación de la causa.
A contar del 02 de abril de 2022, la hora visualizada
corresponde al horario de invierno establecido en Chile
Continental. Para la Región de Magallanes y la Antártica
Chilena sumar una hora, mientras que para Chile Insular
Occidental, Isla de Pascua e Isla Salas y Gómez restar
dos  ho ras .  Pa ra  más  i n fo rmac ión  consu l t e
http://www.horaoficial.cl
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